[image: image1.jpg]Red de Defensorias de
Mujeres de la Federacion
Iberoamericana de
Ombudsman





PLAN DE TRABAJO 2013

RED DE DEFENSORÍAS DE MUJERES DE LA 

FEDERACIÓN IBEROAMERICANA DE OMBUDSMAN (FIO)
I. INTRODUCCIÓN.
La Red de Defensorías de Mujeres de la Federación Iberoamericana del Ombudsman (FIO), en adelante la RDM, fue creada en el año 1996 y está integrada por representantes de las Instituciones de Ombudsman que conforman esta Federación. Ha sido incorporada como un órgano de la FIO desde el Congreso Anual de 1997, con el objetivo de mejorar la coordinación respecto del fortalecimiento de los derechos humanos de las mujeres desde una perspectiva de género. 
Se constituyó con la finalidad de consolidar, a nivel de la región, la defensa y exigibilidad de los derechos humanos de las mujeres, crear espacios especializados en la defensa de esos derechos en las Defensorías del Pueblo, Procuradurías y Comisiones de Derechos Humanos donde no existan, y fortalecer las instancias especializadas que ya estén en función.

La RDM facilita el intercambio de experiencias y la transferencia valiosa de recursos e información entre las distintas instituciones de Ombudsman para la intervención eficaz en los casos de vulneración de derechos de las mujeres y de su acceso a la justicia. Ello posibilita no sólo mejorar y fortalecer el trabajo dentro de nuestras propias instituciones de derechos y garantías, sino también contribuir al cumplimiento del objetivo de la FIO de fomentar la construcción de una cultura de derechos humanos. La RDM aporta específicamente a la protección, promoción y difusión de los derechos humanos de las mujeres para el logro de la igualdad real de oportunidades y de trato entre mujeres y varones, así como a la inclusión de la perspectiva de género en el quehacer institucional de la FIO.

El proyecto de trabajo de la RDM se incardina dentro del principio jurídico universal de la igualdad entre mujeres y varones recogido en especial en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas en diciembre de 1979, así como en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Para), aprobada en el año 1994.
El trabajo de los últimos años de la RDM se ha focalizado en la búsqueda de un análisis regional sobre las diferentes problemáticas que afectan los derechos de las mujeres a través de Declaraciones Anuales sobre: Igualdad y no discriminación (2007), Feminicidio (2008), Trata de Mujeres y Niñas con fines de explotación sexual y laboral (2009), Ciudades seguras para las mujeres (2010), Contra las Violencias de Género (2011) y Mujeres Rurales (2012).

No hay duda de que se han logrado avances importantes en el camino hacia la igualdad de género gracias a la incorporación de legislación específica sobre la igualdad de oportunidades, así como la inclusión de la perspectiva de género en cada vez más aspectos de actuación de las administraciones. Los grandes motores de cambio han sido las medidas específicas de promoción de las mujeres, los programas de acción, el diálogo social y el diálogo con la sociedad civil, donde la participación activa de las redes de mujeres cobra especial significación. 

Fruto de ello hay que señalar que si bien aumentó el número de mujeres que han conseguido mejorar su acceso y nivel educativo, su incorporación al mercado laboral y su participación social y política, continúan las desigualdades en lo laboral (brecha salarial, segmentación vertical y horizontal de las oportunidades de empleo, sobrecarga en la distribución del trabajo no remunerado), así como la sub-representación en los órganos de representación política. Asimismo, persisten profundas desigualdades, discriminaciones y conductas violentas contra las mujeres que reeditan generación tras generación relaciones de género que impiden el desarrollo de la autonomía económica, política, social y física de las mujeres. Esta problemática sin dudas requiere el esfuerzo colectivo para su erradicación y es un tema de preocupación que compromete la actuación de la  RDM. 

La RDM requiere avanzar y profundizar los compromisos asumidos, en un momento de claro fortalecimiento y empuje que ha permitido consolidar este espacio de coordinación, aprendizaje colectivo e incidencia en las Defensorías del Pueblo de los países y ciudades que la integran, para una mejor defensa y exigibilidad de los derechos de las mujeres. Para ello la transversalización de la perspectiva de género en las instituciones de defensa de los derechos humanos es sustancial, en tanto se requiere de una comprensión cabal de lo que implica la perspectiva de género, para que la diversidad de actuaciones de una gestión institucional no contraponga la garantía, respeto y satisfacción de los derechos de las mujeres, los que muchas veces, por permeado cultural y tradiciones más arraigadas en todos los órdenes (políticos, sociales, técnicos, etc.), se ven vulnerados sin poder constatar tal dimensión.

Pretende también profundizar en el conocimiento sobre realidades  que hacen a las condiciones de vida vinculadas a los derechos de las mujeres y la discriminación  instalada en las relaciones sociales cotidianas, así como al entrecruzamiento de los derechos sociales y económicos.

La RDM se propone  profundizar en un conocimiento más acabado que permita pensar en estrategias de incidencia claras para contribuir a las políticas públicas vinculadas a la violencia de pareja, trata de personas, derechos sexuales y reproductivos, mujer y trabajo, acceso a la justicia, etc. 
II. ACCIONES: PLAN DE TRABAJO 2013
La RDM ha trabajado en diversas oportunidades la problemática de la violencia de género como un flagelo que se mantiene e impide avanzar en el ejercicio pleno de los derechos de las mujeres.
Cabe recordar que lo expuesto se enmarca en la obligación de los Estados de garantizar los derechos humanos de las mujeres, deber expresamente reconocido tanto en sus Constituciones como en los tratados de derechos humanos ratificados por el derecho interno, y en especial por el artículo 1° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Este deber comprende garantizar dichos derechos tanto en materia de prevención como de investigación, sanción y reparación de los derechos vulnerados.
Sobre el particular, no se puede dejar de reconocer los logros en materia de defensa y protección de los derechos de las mujeres, como es el caso del establecimiento de la responsabilidad estatal de velar por la protección de los derechos de la mujer no solo en el ámbito público sino también en el privado. Sin embargo, estos avances se han realizado esencialmente a partir del establecimiento de normas jurídicas que reconocen el derecho fundamental de las mujeres a una vida libre de violencia y de mecanismos e instituciones encargadas de su protección. 

Debe incidirse que esta  responsabilidad de los Estados de garantizar los derechos  de las mujeres víctimas de violencia que buscan acceder a la justicia deriva de los compromisos nacionales, internacionales y convencionales, que deben ser, indispensablemente,  asumidos por los operadores y operadoras de justicia.

En este sentido la RDM expresó ya en su Declaración del año 2011 “Contra las Violencias de Género”, la necesidad de impulsar el mandato y la responsabilidad que tenemos las Instituciones del Ombudsman como defensoras de los derechos humanos en el territorio, realizando investigaciones que nos permitan trabajar junto a todas las mujeres y niñas, e incidir en la prevención y en el mejoramiento del acceso a la justicia, la recuperación de las víctimas y  la reparación de sus derechos.
Sin embargo, constituye materia de especial preocupación de la RDM que en los países iberoamericanos continúe, e incluso en algunos casos se haya incrementado, la violencia contra la mujer en sus diversas manifestaciones. En efecto, lamentablemente, a partir del trabajo desarrollado en los dos últimos años por las  Defensorías del Pueblo en el marco de sus funciones, se sigue corroborando la  persistencia de problemas en la aplicación y efectiva implementación de la normativa vigente, lo que repercute directamente en la  vulneración de diversos derechos fundamentales de las mujeres víctimas de violencia que se atreven a denunciar y acudir al sistema de justicia, en especial de sus derechos de acceso a la justicia y al debido proceso.
Así, la  no implementación de medidas de prevención -como es el caso de la capacitación a magistrados- contribuye a la persistencia de esta grave problemática.  Asimismo, problemas como la no recepción de denuncias por violencia familiar, la falta de emisión e implementación de medidas de protección, el establecimiento de penas razonables y proporcionales, así como de una adecuada reparación, generan la persistencia de la impunidad y la consiguiente desconfianza de las mujeres en el sistema de justicia y en sus operadores jurídicos (policía, fiscales, jueces y juezas, entre otros). 
Lo expuesto constituye un problema a nivel mundial, lo cual se corrobora en el hecho que el Secretario General de Naciones Unidas haya establecido como frase emblemática del tema central del Día Internacional de la Mujer 2013 la siguiente: “Las promesas son promesas: es tiempo de accionar para erradicar la violencia contra las mujeres”. 
Por todo lo expuesto resulta indispensable incurrir en el hecho de que por regla general el sistema de justicia aún no responde de manera efectiva y diligente a las exigencias de prevención, investigación, justicia y reparación a las víctimas de violencia de género. Ello se debe, entre otras razones, a la falta de implementación de las normas y políticas públicas; al hecho de que no se haya logrado introducir transversalmente la perspectiva de género en todas las áreas de la política de los Estados contra la violencia de género; así como a la persistencia de una  situación de tolerancia social de la violencia contra las mujeres, que muchas veces se visibiliza en el lenguaje no inclusivo y en la propia actuación de las autoridades y operadores de justicia, quienes suelen aplicar las normas sobre la base de patrones sociales y culturalmente arraigados que no hacen más que perpetuar la situación de discriminación contra la mujer.
En este contexto surge la necesidad de que las Defensorías del Pueblo supervisen e incidan en la obligación que tiene el Estado, y en concreto  los operadores y operadoras del sistema de justicia, de aplicar el principio de debida diligencia, contenido en la CEDAW, y expresamente establecido en la Convención de Belém Do Pará, cuyo contenido ha sido desarrollado en importantes pronunciamientos emitidos por la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Este compromiso se vincula con la explícita adhesión de la FIO, a solicitud de la RDM, a la Campaña del Secretario General de Naciones Unidas “UNETE para poner fin a la violencia contra las mujeres”.

BLOQUE 1. INVESTIGACIÓN.
Objetivo operativo 1. ACCESO A LA JUSTICIA en el marco del  Principio de Debida Diligencia en materia de Violencia contra las mujeres
Focalizar la responsabilidad del Estado como requisito indispensable para la garantía del acceso de las mujeres a la justicia, que deriva de los compromisos internacionales y convencionales (CEDAW y Belém do Pará), que deben ser asumidos por todas las personas funcionarias públicas. 

Ponderar el acceso a la justicia de las mujeres en los diferentes niveles del sistema de justicia y de los operadores que la componen, y que trabajan en prevención, investigación, sanción y reparación de las violaciones de los derechos humanos. 

Identificar los principales obstáculos regionales que han limitado el ingreso, permanencia y obtención de resultados positivos a las pretensiones de las mujeres en la vigencia de sus derechos. 

Identificar las principales medidas que en la región pueden contribuir al avance del acceso a la justicia de las mujeres. 

Las Defensorías se comprometen a sistematizar en su ámbito de competencia, la información que genera su propia instancia o el sistema de justicia en su país o territorio:
· Marcos jurídicos y políticas públicas en los que se desarrollan el Acceso a la Justicia en su ámbito de competencia.

· Acciones en materia de prevención (campañas, redes, procesos de formación y sensibilización, etc.).

· Acciones en materia de Investigación.

· Acciones en materia de Sanción.

· Acciones en materia de Reparación.

· Recomendaciones emitidas por las Defensorías del Pueblo y otras instancias de Derechos Humanos en la materia.

A efectos de permitir el análisis comparativo, se diseñarán las directivas necesaria que lo hagan posible (variables, cantidad páginas, etc).

Objetivo operativo 2. BANCO DE RECURSOS LEGISLATIVOS dentro del PortalFio
Continuar con la recopilación, actualización y sistematización por temas de toda la legislación de referencia de los distintos países y comunidades regionales, provinciales, etc. en función del ámbito de competencia de cada integrante de la RDM con el fin de obtener un Banco de Legislación disponible para futuros objetivos de análisis comparado. El contenido se incorporará al PortalFio como una herramienta de trabajo disponible para las integrantes de la RDM, integrantes de la FIO y público en general. 

Se realizará un Informe del estado de situación del Banco de Datos a efectos de analizar el alcance del mismo.
Objetivo operativo 3. EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO DE LA DECLARACIÓN sobre MUJERES RURALES
Para el próximo encuentro anual cada integrante de la RDM se compromete a informar por escrito a las coordinadoras los avances en su jurisdicción sobre la implementación de la Declaración sobre Mujeres Rurales. Las Coordinadoras se encargarán de compilar el material en un documento que de cuenta de los resultados a nivel regional.  
BLOQUE 2. FORMACIÓN.
Objetivo Operativo 4.  CAPACITACION DE LAS INTEGRANTES DE LA RDM
Mejorar las oportunidades de formación de las integrantes de la RDM en tres áreas principales de interés: la perspectiva de género, los derechos humanos y la transversalización de género en las políticas públicas y en la defensa de los Derechos de las mujeres. 
Actuación 1.  
Capacitación orientada a resultados para lograr la  transversalidad de género en cinco (5) Defensorías del Pueblo integrantes de la RDM, el que se realizará en el marco del Proyecto PRO-FIO, desarrollado por la cooperación de GIZ con la Federación.

Actuación 2.

Iniciar un proceso de análisis para el diseño de un instrumento de Capacitación on-line por autoinstructivo, recuperando la experiencia de la Defensoría del Perú, como alternativa de capacitación en perspectiva de género para el personal  de las Defensorías del Pueblo. Se priorizará a las personas integrantes de las redes temáticas de la Federación, con el objetivo de lograr el desarrollo de un lenguaje inclusivo en las comunicaciones y la incorporación de la perspectiva de género en los derechos de niñez y adolescencia.
Actuación 3.
Motivar a las personas integrantes de la RDM con oportunidades y facilidades para la participación en instancias de capacitación y formación especializadas en derechos de las mujeres y políticas públicas. Como ejemplo la RDM ha recibido el ofrecimiento de becas por parte de la Fundación Henry Dunant de Chile, para participar del Diplomado Internacional de Especialización en Derechos Humanos, Género y Políticas Públicas.
BLOQUE 3. DIFUSIÓN.
En el año 2009 el equipo coordinador de la RDM presentó el cuadernillo "Cuerpos distintos, iguales derechos", en el 2010 el relacionado con “Violencias de Género”, en el 2011 el de “Trata de Personas” y en el 2012 “Género, Cultura y Derechos Humanos”, que contaron con el apoyo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID). 

Los materiales fueron pensados como instrumentos de difusión destinados a que las mujeres de la región conozcan los derechos que las asisten a fin de que puedan ejercerlos, exigirlos y demandarlos en caso de que sean vulnerados.  
La institución del Ombudsman, en tanto organismo de derechos y garantías, y cumpliendo con su rol promotor del fortalecimiento de la ciudadanía, debe desarrollar acciones tendientes a proteger y promover los derechos de las mujeres, impulsando su desarrollo individual y social a través -entre otras cosas- del acceso a la información pública como derecho ciudadano y como paso previo al acceso a la justicia. 

El derecho a la información pública es un fin en sí mismo, pero también es un medio para el ejercicio de otros derechos. Sin información resulta difícil poder ejercer derechos sociales, civiles, políticos, económicos y culturales.

Si bien el concepto de acceso a la justicia es amplio e involucra mucho más que el acceso a la información, creemos que el conocimiento de los derechos por parte de las ciudadanas y ciudadanos es una condición fundamental e imprescindible para acceder a la justicia porque sin información no se puede ejercer derechos.
En ese sentido, y pensando en el acceso a la información para acceder a la justicia, es que nos propusimos elaborar la serie de cuadernillos que comenzamos a editar en el año 2009 y que consideramos son una herramienta necesaria con la que hay que continuar. 
Objetivo operativo 5. ELABORACIÓN DE material DIVULGATIVO
Se elaborará el quinto cuadernillo con el fin de difundir el derecho de acceso a la justicia de mujeres víctimas de violencia.
Objetivo Operativo 6. MANTENIMIENTO Y ACTUALIZACIÓN DEL PORTALFIO

Alimentación y sostenimiento del espacio destinado a la RDM en el Portalfio con la actualización e incorporación permanente de información.
BLOQUE 4. PARTICIPACIÓN.
La RDM contribuye desde hace quince años con diferentes aportaciones a enriquecer el debate y las recomendaciones de la Asamblea Anual de la FIO, a través de la visibilización,  denuncias y recomendaciones sobre las distintas situaciones que afectan los derechos de las mujeres, niñas y adolescentes. Este año el análisis se focalizará en el derecho de acceso a la justicia de mujeres víctimas de violencia. 
Objetivo Operativo 7. DESIGNACIÓN DE REPRESENTANTES ANTE LA RDM

Motivar a los Defensores y Defensoras integrantes de la FIO, que aún no hayan nombrado a su representante ante la RDM, para que lo hagan a la mayor brevedad posible con el fin de comprometer a todas las instituciones al trabajo conjunto y mancomunado en la defensa, promoción y protección de los derechos humanos e las mujeres en la región.
BLOQUE 5. EQUIPO DE COORDINACIÓN

Reunión de las Coordinadoras de la RDM en lugar y fecha a determinar con el fin de monitorear la implementación del presente Plan de Trabajo Anual, para el seguimiento y ajuste de las actividades aquí establecidas. 

III. CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES.
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Firma Equipo Coordinador: 

Emilia Caballero (Comunidad Valenciana, España - Europa) 

Carmen Lourdes Monroig Jiménez (Puerto Rico - Norte América)

Alejandra Mora Mora (Costa Rica - Centro América)

Carolina Garcés Peralta (Perú - Región Andina)

Gabriela Moffson (Buenos Aires, Argentina - Cono Sur) 

Colaboraron:

Raquel Caballero de Guevara (El Salvador)

Elena Goiriena (Montevideo, Uruguay)
[image: image1.jpg]

